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SEÑOR PRESIDENTE (Vega Llanes).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene el agrado de recibir al doctor Héctor Gros Espiell, 
quien ha sido convocado a este ámbito a fin de recabar su opinión sobre el proyecto de ley que nos ocupa: 
"Defensa del Derecho a la Salud Sexual y Reproductiva". 


Cedemos el uso de la palabra a nuestro invitado. 


SEÑOR GROS ESPIELL.- Señor Presidente: agradezco mucho la invitación de la Comisión. Yo ya 
tuve el honor de exponer mi punto de vista en la Legislatura pasada ante el Senado sobre el proyecto 


anterior, análogo pero no igual al que fue sancionado por la Cámara Alta y que ahora está a 
consideración de la Cámara de Representantes. 


En primer lugar, en una apreciación general, quisiera decir que me parece muy importante que haya una ley 
sobre salud sexual y reproductiva. La ausencia de una ley general sobre este tema, es una carencia de la 
legislación nacional y, por tanto, mi opinión es absolutamente favorable a que se dicte una norma sobre esta 
materia. Es decir que soy partidario en general, sin perjuicio de las reservas que he de hacer sobre algunos 
artículos específicos. 


Pienso que la mejor manera de expresar mi opinión es pasar revista al proyecto, siguiendo el mismo plan de 
desarrollo que contiene esta iniciativa ya aprobada por el Senado. 


El proyecto de ley se divide en cinco capítulos; creo que es correcta su estructura. A mi juicio en el proyecto 
que en definitiva adopte la Cámara de Representantes, sea con o sin modificaciones, debe seguirse esta 
estructura general. 


En líneas generales, estoy de acuerdo con todo el Capítulo I, que se titula "De los Derechos Sexuales y 
Reproductivos". Sin embargo, tengo algunas observaciones muy puntuales. 


Al comienzo del artículo 2” se dice: "Los derechos sexuales y reproductivos son derechos humanos 
universales, intransferibles e inalienables y su protección incluye (...)". Me parece que la expresión 
"intransferibles" no es adecuada. Es un término que no existe ni en la doctrina ni en la jurisprudencia 
internacional, ni en la legislación comparada. Estoy absolutamente de acuerdo con que se diga que son 
derechos humanos universales e inalienables, en cuanto forman parte de la personalidad de todo ser humano. 
Pero, ¿qué quiere decir intransferibles? Un derecho humano nunca es transferible, porque es un derecho 
personalísimo: no se puede transferir mi derecho a otra persona. Entonces, no hay que utilizar la palabra 
"intransferible"; la expresión que usa la doctrina, la jurisprudencia internacional y el derecho comparado es 
que son derechos "personalísimos" o "personales". Por tanto, sugeriría que fuera cambiada la expresión 
"intransferible" por "derechos personalísimos e inalienables". 


No tengo ninguna observación a los artículos siguientes 


Ahora bien; el acápite del artículo 5” expresa: "Para el cumplimiento de los objetivos generales y específicos 
enumerados en los artículos 3” y 4” de la presente ley, corresponde al Ministerio de Salud Pública (...)" Y en 
el literal d) se manifiesta: "1. Promover la participación comprometida de los hombres en la prevención de la 
salud de las mujeres, así como en la maternidad y paternidad responsables (...)" 


Yo creo que la obligación de comprometer a los hombres en la salud de las mujeres, es también la obligación 
de las mujeres de comprometerse respecto de los hombres. No creo que se deba decir: "Promover la 
participación comprometida de los hombres en la prevención de la salud de las mujeres", sino "Promover la 
participación comprometida de todos los seres humanos en la prevención de la salud de los otros seres 
humanos". Es tan grave que un hombre contagie a una mujer, por ejemplo de una enfermedad venérea, como 
que una mujer contagie a un hombre de una enfermedad venérea. Entonces, la verdadera igualdad debería 
establecerse en este artículo. 


En el punto 3. del literal f) del mismo artículo 5” se expresa que corresponde al Ministerio de Salud Pública: 
"protocolizar la atención a víctimas de violencia física, sicológica y sexual". No entiendo bien qué quiere 
decir "protocolizar". ¿Es llevar un protocolo? Debería decirse "registrar" o "contabilizar"; estos son detalles. 


Por otra parte, en cuanto al artículo 7”, cuando ayer estaba preparando esta disertación consulté el diccionario 
de la Real Academia Española y no existe la palabra "etaria" en el idioma español. Concretamente, el 

literal a) de este artículo dice: "la inclusión de mujeres y varones de los diferentes tramos etarios en su 
población objetivo". El artículo está todo mal redactado, inclusive, en lo que tiene que ver con la relación de 
los géneros. Creo que es un necesario deber de respeto al idioma emplear palabras que existan en la lengua 
española y no inventar términos que puede ser que se usen en algún sector de la sociedad, pero que no tienen 
recepción en la lengua española. 


En cuanto a la parte fundamental, que es el Capítulo II del proyecto de ley, mis observaciones ya no son de 
detalle terminológico, sino de carácter fundamental. El Capítulo II se titula: "De la interrupción voluntaria del 


embarazo". Y el artículo 8%, que es la clave de este capítulo dice: "En el ejercicio de los derechos sexuales y 
reproductivos que reconoce y protege la presente ley, toda mujer puede decidir la interrupción de su 
embarazo durante las primeras doce semanas de gravidez, en las condiciones que determina el artículo 
siguiente”. 


Yo soy contrario a este artículo. Dejo de lado las razones que podrían invocarse de carácter filosófico o 
religioso; soy contrario por razones de juridicidad. Creo que este artículo 8” es violatorio del artículo 4” de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, de la que Uruguay es parte en virtud de su ratificación, luego 
de su aprobación por la Ley N* 15.737 de 8 de marzo de 1985. 


El artículo 4” de la Convención Americana de Derechos Humanos dice: "Toda persona tiene derecho a que se 
respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. 
Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente". La interpretación de este artículo, que por lo demás es 
claro, es que existe vida a partir de la concepción y que esa vida debe estar protegida. 


En consecuencia, a mi juicio, al no proteger la vida antes de las doce semanas de la gravidez, este artículo 8* 
es violatorio de un tratado internacional del que Uruguay es parte. 


Ahora bien; cuando Uruguay ratifica la Convención Americana de Derechos Humanos, inmediatamente 
después de la restauración democrática es la primera ley que aprobó el Gobierno democrático de nuestro país 
en marzo de 1985, se decide y fue algo absolutamente novedoso en nuestra historia legislativa incluir el texto 
completo de la Convención Americana de Derechos Humanos en la Ley N* 15.737. 


Es obvio que una ley puede ser derogada por otra; es decir que esta norma, podría derogar a una ley anterior: 
de eso no hay duda, pero es distinto respecto a los tratados internacionales. Un tratado internacional no puede 
ser derogado por una ley interna posterior: no hay derogación del tratado por la ley. Si el Uruguay quiere 
seguir una línea jurídico política diferente a la que establece la Convención Americana de Derechos 
Humanos, lo que tiene que hacer es denunciar la mencionada Convención, lo cual acá no se hace, y sería una 
medida gravísima que pondría a nuestro país al margen de todo el sistema interamericano de protección de 
los derechos humanos. La denuncia está prevista en el artículo 78 de la propia Convención que dice: "Los 
Estados parte podrán denunciar esta Convención después de la expiración de un plazo de cinco años a partir 
de la fecha de entrada en vigor de la misma y mediante un preaviso de un año, notificando al Secretario 
General de la Organización, quien debe informar a las otras partes". Para mí, si no hay denuncia, el Uruguay 
tiene que cumplir con la Convención Americana. Y creo que este artículo es violatorio de la Convención 
Americana de Derechos Humanos. 


¿Cuál debería ser la solución, entonces? A mi juicio, el régimen del actual Código Penal Uruguayo es malo. 
Entonces, yo creo que la solución debería ser derogar y luego modificar totalmente los artículos 325 a 328 
del Código Penal uruguayo. ¿Cuál ha sido la evolución del Derecho Penal uruguayo respecto de la 
interrupción voluntaria del embarazo? Las etapas son las siguientes. Primera etapa: Código Penal uruguayo 
de 1889, copiado prácticamente del proyecto italiano Zanardelli de Código Penal. Ahí, en el código de 1889, 
el delito de aborto estaba especialmente reconocido. La mujer que abortaba cometía un delito. 


Esto actúa así desde 1889 hasta 1934. En este año se dicta el segundo código penal uruguayo, obra de José 
Irureta Goyena, autor del proyecto. 


En el Código Penal de 1934 se deroga el Código Zanardelli y por tanto la calificación del aborto como delito. 
Es muy curioso, y generalmente no se recuerda, la posición del autor del Código Penal de 1934, José Irureta 
Goyena quien, en 1932 había publicado su libro "Delitos de Aborto, Bigamia y Abandono de niños y de otras 
personas incapaces". En este libro preconizaba la tesis de que la mujer que se practicaba un aborto no 
cometía un delito, es decir que eliminaba la tipificación delitictiva del aborto por parte de la mujer. Es muy 
interesante citar este libro, porque esto generalmente se olvida. Dice Irureta Goyena: "Si creo que el aborto 
no constituye jurídicamente un delito, no por eso dejo de reprobarlo del punto de vista moral. Opino que el 
aborto es uno de los actos más repulsivos, vejatorios y contra natura, a que puede descender el hombre. 
Cuando un varón lo comete, deja, en mi concepto, de ser un hombre de honor; cuando una mujer lo ejecuta, 
se rebaja al nivel de una prostituta". 


Yo no comparto el radicalismo total de este juicio de Irureta Goyena, pero creo que es importante tenerlo en 
cuenta para saber cómo se puede ser contrario a la tipificación del delito de aborto pero, al mismo tiempo, 


contrario al aborto desde una conceptualización moral. 


Por tanto, el Código de 1934 elimina el delito de aborto de la mujer y solamente subsiste un texto que dice: 
"El que causare el aborto de una mujer, sin su consentimiento, será castigado con dos a ocho años de 
penitenciaría", es decir, el que provoca el aborto de una mujer, nunca la mujer. 


Este texto que realmente era revolucionario para la época en 1934 fue derogado por la Ley_N” 9.763del año 
1938 que es la que establece el régimen actual del Código Penal de 1934, modificado en estos artículos. Esta 
ley, fruto de un acuerdo político que nada tiene que ver con el aborto, fue impuesta por un pequeño grupo 
político del Parlamento para lograr que se aprobara el Presupuesto y hoy día constituye un texto, a mi juicio 
inadmisible y retrógrado. Es así que en el artículo 325 establece el delito de aborto y dice: "La mujer que 
causare su aborto o lo consintiera será castigada con prisión, de tres a nueve meses". 


Luego seguían otras figuras delictivas, cuando se habla de "El que causare el aborto de una mujer, sin su 
consentimiento"; y después se determinan circunstancias agravantes y circunstancias eximentes, no del delito 
que existe sino de la pena. Concretamente, el artículo 328 establece eximentes, reitero, no del delito, sino de 
la pena, cuando se hace para salvar el propio honor en casos de violación, de causas graves de salud y de 
angustia económica. 


El Código Penal uruguayo vigente hoy tiene un texto muy represivo, me atrevería a decir que casi 
reaccionario. En la legislación comparada moderna, se sigue otro criterio: la eximente no es respecto de la 
pena, sino que se establecen causales para que no exista el delito. Por ejemplo, las legislaciones española o 
italiana establecen que no hay delito cuando la mujer comete el aborto para salvar su honor en caso de 
violación, de presión económica, de contexto social o de causas graves para la salud de ella o del feto. O sea 
que tienen una actitud más abierta, más comprensiva, más moderna. 


A mi juicio sería necesario, pues, modificar los artículos 8* y 9 del proyecto de ley, derogando los artículos 
del Código Penal vigente, fruto de la ley de 1938 y estableciendo otra tipificación legal que elimine el delito 
de aborto hecho por la mujer, en una serie de supuestos lo más ampliamente modernos y comprensivos 
posible. 


En cuanto al artículo 9” tengo una pequeña observación y es que de nuevo está la palabra "etarias", que creo 
habría que modificar. 


Ahora bien; estoy en completo acuerdo con el artículo 10%. Creo que ese régimen de consulta médica antes de 
abortar es muy correcto; está inspirado en la legislación alemana, que inclusive es más amplia que este 
proyecto, porque la Comisión que debe aconsejar a la mujer, ante la cual ella debe exponer las razones de su 
voluntad de abortar, no solamente está integrada por médicos y asistentes sociales sino también, si la mujer lo 
desea, por asesores religiosos. Eso es lo que establece la ley alemana. No estoy proponiendo eso, pero quiero 
decir que estoy de acuerdo con ese régimen en el que la mujer debe consultar a un grupo asesor. 


En el artículo 12, "Consentimiento de niñas y adolescentes", me llama un poco la atención que se exija "el 
asentimiento de al menos uno de sus representantes legales". No se trata de un problema en el que uno esté de 
acuerdo y otro no: deben ser los representantes legales por el régimen que establezca la legislación civil. 


En cuanto al Capítulo III, no tengo observaciones sobre el artículo 15. 


Me parece que es fundamental el artículo 16, "Objeción de conciencia", en defensa de la dignidad y el 
pensamiento de los médicos asistentes. A mi juicio, se debería ajustar con una redacción más amplia. 


Concretamente, el artículo 16 dice: "Aquellos médicos o miembros del equipo quirúrgico que tengan 
objeciones de conciencia para intervenir en los actos médicos a que hace referencia la presente ley, deberán 
hacerlo saber a las autoridades de las instituciones a las que pertenezcan dentro de los treinta días contados a 
partir de la promulgación de la misma". Me parece que es excesivamente restrictivo que solamente el médico 
pueda dar una objeción de conciencia inmediatamente después de la promulgación de la ley. El médico debe 
tener derecho a defender su conciencia de una manera más amplia, con una proyección temporal más abierta. 


Por otra parte, me parece bien la idea del artículo 17. La norma dice: "El médico y los equipos de salud que 
intervengan en un aborto o sus complicaciones deberán mantener la confidencialidad", lo cual me parece 


perfecto. Pero no hay por qué decir: "por respeto a la libertad de las personas y sus derechos individuales". Se 
trata de un principio: deben mantener la confidencialidad. Además, me parece muy anticuado hablar en 
nuestros días de derechos individuales; se habla de derechos humanos en general. Así que habría que ajustar 
la redacción. 


El artículo 18 me plantea problemas de constitucionalidad. Dice así: "Sólo podrán ampararse en las 
disposiciones contenidas en esta ley las habitantes de la República que acrediten fehacientemente su 
residencia habitual en su territorio durante un período no inferior a 42 semanas". Esto viola el artículo 7” de 
la Constitución de la República que expresa: "Los habitantes de la República tienen derecho a ser protegidos 
en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad". 


Ya desde el espléndido comentario del artículo 7”, que hace más de sesenta años hizo Justino Jiménez de 
Aréchaga, se entiende por habitante de la república el que está físicamente en la república. Toda persona que 
se encuentra situada en la república tiene el derecho a la protección de su vida, honor, libertad, seguridad, 
trabajo y propiedad. Entonces, no se pueden condicionar los derechos a un período no inferior a 42 semanas, 
porque es inadmisible limitar por ley una norma constitucional. 


En cuanto al capítulo IV, creo que hay que modificarlo de punta a punta. Es preciso derogar los artículos del 
Código Penal y sustituirlos por otros artículos modernos que establezcan claramente lo que se quiere, es 
decir, la no tipificación del delito de aborto por la mujer cuando se cumplan con las condiciones que 
determine la ley. Creo que este capítulo está de más; hay que modificarlo, derogando los artículos 325 y 
siguientes del Código Penal actual y sustituyéndolos por una nueva normativa. 


Entrando en el Capítulo V, "Disposiciones Finales", me parece muy bien el artículo 22. 


En cuanto al artículo 23, tengo una objeción de toda la vida a esta fórmula de pésima técnica legislativa que 
se emplea casi siempre en el Uruguay. Hay que recordar que las leyes pueden ser derogadas por otras leyes 
de dos formas. La primera es la derogación expresa, cuando se dice: "Derógase la ley número tal" o 
"Derógase tales y cuales artículos" de determinada ley. Eso es lo aconsejable. La otra forma es la derogación 
tácita, que existe aunque la ley no lo diga. Una ley posterior deroga la ley anterior incompatible con ella: no 
hay por qué decirlo. 


Además, siempre la derogación tácita es complicada porque lleva a problemas interpretativos acerca de qué 
es lo que está derogado y qué no. 


Por tanto, creo que habría que sustituir este artículo 23 por una norma que estableciera de manera expresa, 
cuáles son las normas legislativas que se derogan: concretamente como decía los artículos 325 y siguientes 
del actual Código Penal, que no es el de 1934, sino el modificado por la ley de 1938. 


Esto es todo; espero que el proyecto de ley de salud sexual y reproductiva sea aprobado, pero mejorado. 


SEÑOR SÁNCHEZ CAL.- Antes que nada, quisiera agradecer al doctor Gros Espiell por su presencia 
en este ámbito. Es un honor para esta Comisión recibir a un profesor de derecho constitucional tan 
prestigioso como quien nos visita en el día de hoy. 


En segundo término, la primera pregunta que quiero formularle es la siguiente. ¿Qué pasa si un país viola una 
ley que está sostenida por un tratado de la naturaleza del que recién estábamos comentando? 


Por otra parte, hay algo que no me quedó claro. Según su concepción, ¿el aborto sigue siendo un delito con 
determinadas excepciones? 


SEÑOR GROS ESPIELL.- Con un concepto muy amplio de las excepciones. 


En cuanto a la primera pregunta del señor Diputado, hay dos vías: el recurso individual por violación de la 
Convención Americana ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y luego ante la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Cualquier persona que se considerara lesionada, podría demandar al 
Gobierno uruguayo por la violación de la Convención Americana como consecuencia de una ley. La 
jurisprudencia de la Comisión y de la Corte ha admitido que las violaciones pueden derivar, no solo de actos 


administrativos o de hechos, sino también de leyes o de actos jurisdiccionales. Es decir que una ley violatoria 
de la Convención, sería una causa de responsabilidad internacional para el Estado uruguayo. Esto dentro del 
marco de la Convención Americana de Derechos Humanos. 


Podría haber otra vía que podría caer dentro de la Convención Americana pero inclusive fuera de ella, con 
carácter genérico: un Estado puede demandar a otro cuando este viola la Convención. No quiero decir que 
esto vaya a ocurrir pero, como hipótesis, podría acaecer. Además, está previsto en la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. 


La segunda pregunta del señor Diputado es un poco más difícil de contestar no desde el punto de vista 
juridico, sino conceptual. Yo me inclino es una posición personal muy unida a convicciones filosóficas a 
creer que el aborto hecho por la mujer, fuera de los casos eventualmente previstos, constituye un delito. Es 
decir que habría muy pocos casos en que un aborto que se practica una mujer que no sea por razón de honor, 
de presión económica, por una cuestión de salud grave de ella o del feto, ni por la presión social, que es una 
nueva causal que introdujo la ley española, cuando la mujer dice "aborto porque quiero", sin razones, seguiría 
siendo un delito. 


Soy partidario, pues, de que se mantenga la figura delictiva 
pero muy restrictiva y con causales eximentes del delito, no de la pena, mucho más amplias y modernas. 


Quería agregar algo que no dije y que creo puede ser interesante para la interpretación del artículo 4” de la 
Convención Americana de Derechos Humanos. El quinto párrafo del mencionado artículo 4* de la 
Convención prohibe aplicar la pena de muerte, entre otros casos, a las mujeres en estado de gravidez. Hay 
una sentencia sumamente interesante y muy bien fundada de la sala penal de la Corte Suprema de Costa Rica, 
que interpreta este artículo en el sentido de por qué se prohibe aplicar la pena de muerte a una mujer en 
estado de gravidez. Y dice que ello ocurre porque en la mujer grávida hay otra vida que no puede ser 
suprimida, suprimiendo la vida de la madre. Es decir que admite la autonomía de una vida existente, lo que 
obviamente no hace este proyecto de ley que permite el aborto siempre que sea antes de las doce semanas, sin 
ningún condicionamiento sin reconocer que hay otra vida salvo la sujeción a la condición formal de la 
consulta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En literal e) del artículo 2%, Capítulo I, se expresa lo siguiente. "En materia 
de sexualidad humana se reconocerá tanto la función biológica vinculada a la procreación como el 
carácter placentero de la comunicación interpersonal. En tal virtud, corresponde: e) respetar la 
diversidad de idiosincrasias, valores y tiempos personales de evolución", etcétera. Personalmente, yo 
estoy de acuerdo con esto, pero reconozco que hay gente que tiene otra forma de ver las cosas. 
Entonces, creo que hay como una contradicción entre los literales d) y e) de este artículo. Está bien lo 
que dice el literal e) en el sentido del respeto a la diversidad, pero lo que se expresa previamente, me 
parece que puede violentar la concepción de gente que cree que la sexualidad es simplemente para 
reproducirse y que tiene todo el derecho del mundo a pensar así. Parecería que la idea se retomara en 
el literal e), pero es como una cosa suelta que queda en la ley, que flota y que no está en ningún literal. 


SEÑOR GROS ESPIELL.- Y además está mal redactado, porque dentro de un literal no se puede 
decir: "En tal virtud, corresponde", etcétera. En realidad, lo que sigue debería ser una parte del 
literal e); no hay duda de que está mal redactado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por otra parte, quisiera preguntar al doctor Gros Espiell cuál es su opinión 
con respecto a la autorización judicial. Me da la impresión de que la niña o la adolescente pueden ser 
actoras principales y aun sin tener consentimiento, pueden promover que el Juez les permita realizarse 
un aborto. En caso de que este proyecto de ley fuera aprobado de esta manera, creo que generaría una 
tremenda dificultad de funcionamiento familiar. 


SEÑOR GROS ESPIELL.- El artículo 13 dice lo siguiente: "(Autorización judicial).- Cuando por 
cualquier causa se niegue el asentimiento previsto en el artículo anterior o sea imposible obtenerlo, la 
adolescente o la niña que quiera interrumpir su embarazo podrán acudir al juez letrado con 
competencia en materia de familia especializado, quien autorizará la interrupción del embarazo 
siempre que se cumplan los plazos y condiciones previstas". 


Yo coincido con el señor Presidente; me parece grave que el Juez no esté obligado a oir a los padres. Pienso 
que donde dice: "La adolescente o la niña deberá comparecer personalmente con asistencia letrada", se 
debería agregar: "Asimismo, deberá citar a su padre, madre o tutor". 

> > 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo menos que sean escuchados. 
SEÑOR GROS ESPIELL.- Efectivamente. 


SEÑOR SÁNCHEZ CAL.- Se ve lesionada la Patria Potestad de los padres con respecto a sus hijos. Es 
un salto a los derechos inherentes a la Patria Potestad. 


SEÑOR GROS ESPIELL.- Es una modificación. 


Recuerdo que en el viejo Código Civil, lo único que había parecido a esto para una situación diferente era 
cuando los padres negaban el derecho a casarse a sus hijos: el juicio de irracional disenso. En ese caso, podía 
acudir al Juez y este decidía. Era una excepción a la Patria Potestad. 


Aquí hay una excepción más grave, porque ya no es una cuestión de casarse o no, sino el derecho a eliminar 
una vida. Entonces, creo que a esto hay que rodearlo de mayores garantías. Será bueno ajustar la terminología 
del artículo 15 y establecer algo así como: "Asimismo serán oídos los padres o tutores de la niña o 
adolescente". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ojalá podamos convencer a los demás de que hay que derogar los artículos 
del Código Penal y modificarlos. 


SEÑOR GROS ESPIELL.- El problema es que una posición como la mía, que yo estimo que es 
moderada e intermedia, no les gusta ni a los que quieren mantener el Código Penal en toda su rigidez, 
ni a quienes quieren subvertir todo y permitir siempre el aborto. Es decir que la posición de equilibrio 
puede ser la más difícil, pero creo que era mi deber moral expresarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva usted es constitucionalista y la Constitución y las leyes expresan 
los acuerdos a los que puede llegar una sociedad: avanzan o retroceden según los acuerdos posibles. 


SEÑOR GROS ESPIELL.- En base a consensos en función de la realidad de cada época. La realidad 
en 1839 era una; la de 1934 era otra; en 1938 fue otra y ahora puede volver a variar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, solo resta agradecer muchísimo la presencia 
del doctor Gros Espiell en esta Comisión, con quien nos mantendremos en contacto. 


(Se retira de Sala el doctor Héctor Gros Espiell) 
(Ingresa a Sala una delegación de la ONG ESALCU) 


——- La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, tiene el agrado de recibir a la representación de la 
ONG, ESALCU, integrada por el señor Danilo Merlino y por el doctor Carlos Carle, a los efectos de 
escuchar su opinión sobre el proyecto "Defensa del Derecho a la Salud Sexual y Reproductiva" que está 
considerando esta Comisión. 


Cedemos el uso de la palabra a nuestros invitados. 
SEÑOR MERLINO.- En nombre de la ONG que represento, agradezco por habernos recibido. 


Nuestra organización está trabajando desde hace poco más de diez años en el área social con personas que, en 
su gran mayoría, han perdido el control de sus acciones y de sus vidas: alcohólicos, drogadictos, madres 
solteras sin recursos, personas que tienen inclinaciones al suicido. Nosotros les estamos dando el apoyo, la 
ayuda para que recuperen el control de sus vidas y nuevamente puedan insertarse en una sociedad que, 


entendemos, es hostil hacia ellas y no tiene los lineamientos sociales como para que puedan recuperarse, 
reinsertarse, desarrollarse. 


Al involucrarnos con estas personas, encontramos que tienen una raíz en común en sus conflictos: en su 
amplia mayoría provienen de familias desintegradas, disfuncionales. Por eso la ONG no solamente trabaja en 
el campo de lo práctico dándole infraestructura a este tipo de personas para alojarlas, para reeducarlas, para 
proveerles lo que necesitan y darles luego la posibilidad de reinsertarse en la sociedad sino también en lo 
cultural a través de seminarios y en la parte legal, acercándonos al Gobierno. 


De ahí que es muy importante este proyecto de ley que se está manejando, en el que se busca despenalizar el 
aborto, que se quiere sugerir como un acto médico de protección de la salud de una madre. Nosotros creemos 
que lo que necesita nuestra sociedad es defender la familia para empezar a recuperarse de los dolores, de la 
violencia y de las crisis que estamos viviendo. Consideramos que al despenalizar el aborto estamos atacando 
roles fundamentales en la familia, que son el de una madre y el de un hijo. Estamos atacando lo que debemos 
cuidar, lo que tenemos que fomentar y desarrollar. De ahí que nos resulta sumamente importante que el 
Parlamento participe en el fomento de estos lineamiento sociales que son atacados por la despenalización del 
aborto. 


Creemos que la vida de un feto es tan defendible tiene los mismos derechos como la de un nacido. El feto 
depende tanto de la madre como el recién nacido; no hay diferencias. 


Tenemos años de trabajo por lo que conocemos muy de cerca la problemática de la mujer marginada ya que 
ese es uno de los elementos que se utilizan en pro de este proyecto de ley y encontramos que no es ella la que 
desea abortar. La mujer marginada es la que necesita un hijo para sentir que tiene algo, una pertenencia: en un 
asentamiento es lo que le da su estatus. Reitero: la mujer marginada no es la que tiene un problema con el 
aborto; ella quiere hijos, los valora, realmente los aprecia. No es una ley que proveerá de algo a la mujer 
marginada. 


Entonces, estamos frente a ustedes queriendo trabajar en legislaciones que apunten a generar oportunidades y 
lineamientos sociales que protejan a los desamparados y a los desprotegidos, que es el núcleo de gente con el 
que nos hemos involucrado. Y un niño no nacido, ¡vaya si es un desamparado y un desprotegido, cuando no 
pude hacer nada ante un instrumento quirúrgico que lo quiere sacar del vientre de su madre! 


SEÑOR CARLE.- Personalmente, trato de dar una mano a la organización en los aspectos jurídicos. 


Antes que nada, debemos dejar nuestra posición clara sobre el respeto a la vida que promovemos. 


El aborto se origina nucleado a dos corrientes básicas. Por un lado, la de quienes consideran al niño y su 
valor en algunos casos es patrimonio del Estado y por otro, la de quienes consideran a la madre, sus deseos y 
derechos. En el caso de la ONG que representamos, no venimos a tomar parte por una u otra. Aquí se viene a 
defender la salud y la vida de ambos: la del niño y la de la madre. 


Como hombre de derecho, quiero referir a la inconstitucionalidad del proyecto, porque no puedo dejarlo 
pasar por alto. 


Desde nuestro punto de vista, el proyecto de ley es claramente inconstitucional. No es posible legislar 
alegremente fuera de los márgenes constitucionales. El Parlamento no debería aprobar leyes que vayan contra 
la Constitución. El artículo 7” expresa: "Los habitantes de la República tienen derecho a ser protegidos en el 
goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad". Asimismo los artículos 44 y 72 también 
protegen el derecho a la vida. Al admitir el aborto, estaremos legislando inconstitucionalmente, excediendo 
las potestades legislativas y fuera del ámbito de competencia. Si nos situamos fuera de la Constitución en lo 
que respecta al derecho a la vida, ¿qué nos queda esperar? 


También quiero hacer una miscelánea respecto a la violación de los tratados internacionales. Existen diversas 
normas que se vulnerarían de aprobarse este proyecto. Por ejemplo, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, que fue ratificada a través de la Ley 15.737, de fecha 8 de Marzo de 


1985 Pacto de San José de Costa Rica, en su artículo 4 prevé que: "Toda persona tiene derecho a que se 
respete su vida desde el momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente". Esta 
norma fue incorporada especialmente a nuestra legislación y va de suyo que las naciones que adapten su 
legislación a lo establecido en el Pacto de San José de Costa Rica, obviamente fijarán el comienzo de la vida 
humana a partir del momento de la concepción. Eso determina que cuanto más débil es un ser humano, entre 
los que se hallan quienes están en vías de desarrollo antes de nacer, se hace necesaria la mayor protección 
legal. Hay varias publicaciones con respecto a eso, una de las últimas es del doctor Washington Lanziano 
quien, precisamente, habla con respecto a la Convención. 


Asimismo, la Convención sobre Derechos del Niño en su artículo 6” dice: "1. Los Estados Partes reconocen 
que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida.- 2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida 
posible la supervivencia y el desarrollo del niño". Y en el numeral 2 del artículo 24 se expresa que los 
Estados Partes adoptarán las medidas para "Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las 
madres". Por otra parte, en el año 1981 se aprobó la Convención sobre Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra las Mujeres. Y la declaración Americana de Deberes y Derechos del Hombre en su 
artículo 7” establece: "Toda mujer en estado de gravidez o en época de lactancia, así como todo niño, lo 
mismo que su madre, tiene derecho a cuidados especiales, incluso atención prenatal y post-natal”. 


O sea que haciendo un "racconto" de los tratados, vemos que figura todo esto. 


En una de las últimas conferencias de la ONU sobre Población y Desarrollo, celebrada en el año 1994, se 
pudo observar un reflejo claro del respeto a la vida, a través de varios representantes latinoamericanos. En 
una conferencia cuya característica fundamental estuvo signada por la presión ejercida para hacer valer el 
aborto como un derecho humano, el representante de El Salvador manifestó: "Nosotros, los países 
latinoamericanos, hemos firmado la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El artículo 4” afirma 
claramente que la vida debe ser protegida desde el momento de la concepción. Además (...). consideramos 
que el Creador da la vida y que ésta no puede ser quitada sin una razón que justifique su extinción". El 
representante de Argentina a su vez ratificó: "La república Argentina acepta el Principio 1 entendiendo que la 
vida existe desde el momento de la concepción y que desde ese momento, cada persona, siendo única e 
imposible de reproducir, disfruta del derecho a la vida, que es la fuente de todos los demás derechos 
individuales". Por su parte, el delegado de Ecuador manifestó: "De acuerdo a lo previsto en la Constitución, 
en las leyes de Ecuador, y en las normas de derecho internacional, la delegación de Ecuador reafirma, entre 
otros, los siguientes principios contenidos en su Constitución: la inviolabilidad de la vida, la protección de los 
niños desde el momento de la concepción". El representante de Perú dijo: "Debemos mencionar en este 
contexto el artículo 2* de la Constitución, que confiere a todo el mundo el derecho a la vida desde la 
concepción, el aborto se considera correctamente un delito en el Código Penal de Perú". 


Quiere decir que, en general, los países latinoamericanos son contestes en que la vida empieza desde a 
concepción. 


Como conclusión, si la comunidad latinoamericana toda es conteste en proteger la vida desde la concepción, 
en respetarla y en fomentarla, ¿por qué precisamente los uruguayos queremos ser innovadores y modernistas 
en consagrar precisamente lo contrario, es decir, el derecho a morir? ¿Acaso somos tan incapaces que no 
podemos atacar la problemática proponiendo otras soluciones que no conlleven a dar término a la vida? 


Como también trabajo bastante en Derecho Penal, y me ha tocado actuar en casos de aborto, voy a hacer 
algunas consideraciones. Siento un profundo respeto por el ex Juez en lo Penal, que ahora está en Familia, el 
doctor Mirabal, quien en el Vademécum de práctica penal, hablando precisamente del aborto, alude a una 
reflexión de Luis Bramont Arias donde en forma clara se aprecia el valor que nuestro derecho así como los 
demás derechos de todos los países latinoamericanos ha dado siempre a la vida, castigando a aquellos que sin 
escrúpulos tratan de quitarla. Y cito textualmente: "para la existencia del aborto no es necesaria la prueba de 
la vitalidad del feto. Hafter advierte que no interesa que el feto sea o no vital, puesto que el objeto de la 
protección penal es la vida del feto, una vida humana en germen. Comprobado el estado fisiológico de la 
gestación en curso, esto es, probado que el feto estaba vivo, y no que era un producto patológico, como en el 
caso de la gravidez extrauterina o molar, no hay por qué indagar sobre su vitalidad biológica o capacidad de 
maduración. La duración de la gestación tampoco importa". 


Giuseppe Maggiore recuerda que: "desechadas ya las antiguas doctrinas que intentaban fijar el comienzo de 
la unión del alma con el cuerpo, es igualmente punible el aborto de un embrión apenas formado, que el de un 


feto próximo a la madurez. En efecto, la ciencia nos enseña que la vida intrauterina empieza al formarse el 
embrión y desde este momento debe ser amparada" 


Thormann y Oberveck dicen que en cualquier fase de la vida intrauterina, la eliminación de ésta es siempre 
aborto. La ley no distingue entre óvulo fecundado, embrión o feto; quiere decir entonces que interrumpida la 
gravidez antes de su término normal, hay delito de aborto. Cualquiera que sea la fase de gravidez, desde la 
concepción hasta la iniciación del parto, provocar su interrupción es cometer delito de aborto. La muerte del 
feto, ajeno a su falta de madurez o al empleo de medios abortivos, después de iniciado el parto, es 
infanticidio y no aborto. La muerte del feto debe ser efecto de la interrupción de la gravidez o del empleo de 
los medios abortivos. El momento en que se produzca esa muerte no tiene mayor importancia, sea cuando se 
halla en el útero materno o cuando haya sido expulsado. La ley no distingue entre la muerte directa del feto 
intra uterum y la muerte de este extra uterum (...)". 


Si estamos en un Estado laico donde la gran mayoría de uruguayos se jacta de ello, donde precisamente el 
Estado se separó de la Iglesia buscando la independencia de pensamiento, y la concepción aludida "ut supra" 
deriva precisamente de un Magistrado uruguayo sumamente conocido por la brillantez y transparencia en la 
aplicación de la tipología penal en el derecho penal uruguayo; si enseñamos a nuestros doctrinos, a nuestros 
Jueces, a nuestros hombres de derecho a respetar la vida humana desde la concepción y a castigar a quienes 
la cercenan; si como veíamos, ratificamos tratados internacionales en tal sentido, ¿cómo se puede pretender 
que un aborto, solamente por obra y gracia de la modificación de una ley, deje de ser una forma de homicidio 
para pasar a ser un acto irrelevante jurídicamente en sí mismo? ¿Tan iluminados y brillantes nos creemos 
respecto a discusiones y precauciones de generaciones anteriores que podemos llegar a pensar que el dar 
muerte a una persona ya no sea un acto vil y despreciable, sino que hay que darle protección en tanto que es 
un acto de práctica corriente o que, al decir del artículo 9” del proyecto, se justificaría con el alegato de una 
mujer en situaciones de penuria económica, sociales, familiares o etarias? Con esa concepción habría que 
despenalizar el hurto o la rapiña, porque también son delitos de práctica corriente. 


¿Qué nos está pasando a los uruguayos, que con el afán de ir a la vanguardia, inventamos concepciones y 
modernismos abominables a sabiendas que no solucionaremos el tema de la maternidad inconsciente y 
pobre? Por el contrario, lo que hacemos es idiotizar y hundir más aún a nuestras jóvenes criadas en hogares 
de menores recursos, brindándoles un arma mucho más peligrosa y traumática, como el de decidir un aborto 
y encima situarlas en la posición de dar muerte o vida según su personal albedrío. 


En definitiva, quisiera hacer las siguientes críticas respecto a la Carpeta N* 2182 de 2007. 


En cuanto al plazo para abortar, el artículo 8 dice que: "toda mujer puede decidir la interrupción de su 
embarazo durante las primeras doce semanas de gravidez (...)" La simple despenalización sin la 
reglamentación correspondiente, implicaría desentenderse de las condiciones en que el aborto se realiza. Es 
por ello que ateniéndose a criterios estrictamente médicos, ha determinado los plazos en que la mujer puede 
solicitar la interrupción de la gravidez, estableciendo doce semanas tres meses como lapso máximo, con las 
excepciones que también la práctica médica recomienda. 


Inmediatamente surge la pregunta acerca de dónde radica el fundamento jurídico de que antes de los tres 
meses no es delito y después de los tres meses sí. Solo lo podrán contestar los señores legisladores. Los 
médicos utilizan el plazo de tres meses para caracterizar nociones de maduración fetal de viabilidad o 
inviabilidad, valorando de este modo solamente la pauta clínica de problemas terapéuticos. 


En realidad, es claro que lo que se pretende aquí es usar estos plazos clínicos para despenalizar el delito de 
aborto. Preguntamos: ¿será que antes de los tres meses el niño no nacido, no es ser humano vivo? Ya vimos 
que de acuerdo a la gran mayoría de la doctrina esto no es así, pues se protege la vida desde la concepción. 
Por eso es que sigue siendo un enigma desentrañar el plazo más que subjetivo de tres meses ¿será que este es 
el plazo ideal para anestesiar la conciencia de nuestros médicos? Seguramente es muy diferente el estado 
espiritual del médico que mata a un ser de dos meses de embarazo del que tiene que matar a un niño de seis u 
ocho meses de gestación. Da la sensación de que hasta los tres meses, ese acto es soportable para la 
conciencia del medico, pero luego de ese plazo no. 


En cuanto a la consideración del aborto como acto médico sin valor comercial, el artículo 15 expresa: "Las 
interrupciones de embarazo que se practiquen según los términos que establece esta ley, serán consideradas 
acto médico sin valor comercial.” Es indudable que en este artículo se persigue que la interrupción de la 


gravidez como un acto médico, cubra en su realización todas las garantías que los actos médicos tienen en 
nuestro país. 


Es más que llamativo que a un concepto clínico como es el acto médico se lo utilice para encubrir y legalizar 
un acto antisocial, aborto, y brindarle así todas las garantías y prerrogativas del ejercicio médico, solo que en 
esto hay un grave problema. Legalizar el aborto a través de un acto médico, va en contra de todos los 
principios que rigen el Derecho Médico y está totalmente opuesto al propio apostolado de la profesión 
médica. Solo basta leer al artículo 2” del Decreto N* 258/92 del Ministerio de Salud Pública y el Código de 
Ética Médica y de la FEMI para damos cuenta de ello. 


Para completar lo desopilante, que pinta un poco la endeblez y debilidad de todo el proyecto aprobado, el 
artículo 16 contiene lo que es una realidad insoslayable: la "Objeción de conciencia", en este caso para los 
médicos que tengan objeciones de conciencia en practicar abortos. A esta clase de galenos se les permite 
efectuar una declaración en contra para no practicar abortos, con la obligación de informar a las autoridades 
de sus problemas de conciencia, bajo apercibimiento de que, si no lo hacen en treinta días a partir de la 
promulgación de la ley, estarán obligados a practicar abortos primer inciso del artículo 16 lo cual es, con todo 
respeto, una exageración y una clara intromisión en los aspectos éticos de la medicina. 


En cuanto a los fines persuasivos que prevé el proyecto, es llamativo que teóricamente a través de la 
canalización de esfuerzos en pro de la vida que previene el proyecto, como por ejemplo el período de 
reflexión, la búsqueda de apoyo profesional, la eventual participación de los padres de las menores, se tenga 
como corolario la autorización de la interrupción de la vida. 


Así es que debemos concluir que a los ojos de nuestro Estado de Derecho, el valor vida es relativo en tanto 
que una decisión fundamental como es la vida o la muerte, se deja en manos de un particular quien, de 
acuerdo a lo que viene de decirse, analizando el artículo 16, quizá por motivos de conciencia, no quiera o no 
pueda practicarlo, pero como no hizo su declaración en contrario antes de los treinta días, está obligado igual 
a practicar un aborto. Con todo respeto, reitero que eso es una exageración. 


Amén de todo lo que viene de decirse, hay que notar la omisión tremenda que comete el proyecto: no se 
observa al leer los artículos ni un solo estudio serio que haga viable la práctica abortiva en los hospitales 
públicos de nuestro país. Bien vale recordar que una de las razones de la presentación del proyecto de 
despenalización del aborto, la principal bandera, era contemplar la atención y condiciones de las mujeres de 
menores recursos o pobres. No obstante, lejos de solucionar su problema, el proyecto lo que hace es 
solucionar eficazmente el funcionamiento de las clínicas privadas y con estas el problema de las mujeres 
ricas o con condiciones económicas para costearse un aborto. 


Así como se critica por absolutamente malo e ineficaz el proyecto, no podemos dejar de sugerir algunas 
soluciones. 


En primer lugar, previo a la concepción es necesario y fundamental la educación. Debemos recalcar la 
importancia de la educación sexual en el ámbito de la Enseñanza Primaria y Secundaria, pero orientada a la 
enseñanza de principios y valores sobre el tema. Se debería educar a los efectos de atacar las causas de los 
embarazos no deseados y evitar las situaciones que pudieron prevenirse. El embarazo no deseado debe ser 
evitado a través de la educación y no interrumpido y asesinado una vez comenzado. 


Cuando la concepción es una realidad, entonces recurramos a otros institutos como la adopción; hay algún 
otro proyecto al respecto: para ello es urgente trabajar para flexibilizar el régimen legal de adopciones 
vigente actualmente. Asimismo, es preciso tratar de brindar una protección económica especial a las familias, 
ya que la decisión de tener un hijo en un ámbito pobre conlleva gastos; esa misma valentía amerita la ayuda 
estatal, así como lo estamos haciendo a través del Plan de Emergencia. 


Por otra parte, se debería trabajar en el perfeccionamiento de la legislación vigente para que deje de ser una 
ley con lagunas o vacíos legales. Es necesario regular mecanismos para la efectiva aplicación de la 
legislación actualmente vigente, en lo posible extendiendo las soluciones que han sido aprobadas, por 
ejemplo, en la ley contra la violencia doméstica. Una de las formas sería dotar de mayor competencia al 
Consejo Nacional Consultivo de Lucha contra la Violencia Doméstica, en la órbita del Ministerio de 
Educación y Cultura, así como a la Unidad de Fortalecimiento Institucional del Ministerio Público y Fiscal, 
creando conciencia sobre la gravedad del problema, vinculando las actuaciones de los Juzgados Letrados de 


Familia especializados con los Juzgados Penales, motivando las denuncias a través de algún servicio 
telefónico gratuito, etcétera. Todas estas soluciones nos llevarían a no tener que aprobar este proyecto de ley 
tan inconstitucional como nocivo. 


Con esto concluyo mi exposición, agradeciendo por habernos escuchado. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la palabra, solo resta agradecer la presencia de nuestros 
invitados, con quienes nos mantendremos en contacto. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


